ANTEPROYECTO DE LEY PARA LA ATENCION Y

 PREVENCION DE LA VIOLENCIA EN LA ESCUELA
CAPITULO I (DISPOSICIONES GENERALES).
Art.1.- (Finalidad).  

Esta ley tiene la finalidad de establecer las bases jurídicas e institucionales de la atención, prevención y tratamiento de la violencia en la educación primaria secundaria del sistema educativo nacional y de establecer derechos y obligaciones para los sujetos jurídico-sociales de la comunidad escolar, en diferentes ordenes o dimensiones de intervención social, para promover una convivencia escolar libre de violencia y conflictos y generar condiciones positivas de aprendizaje y enseñanza que permitan el logro de las altas aspiraciones de la sociedad y el Estado, en materia de educación. 

Art.2.- (Principios).  

Conforme a esa finalidad y con sujeción a lo establecido por la Constitución Política del Estado leyes derivadas de la misma, esta ley se fundamenta en los siguientes principios:
a) Respeto a los Derechos Humanos, en virtud del cual la convivencia escolar y la solución de sus problemas de violencia y conflictos debe darse con absoluto respeto de los Derechos Humanos de los integrantes de la comunidad educativa.
b) Disciplina positiva, en virtud del cual la convivencia escolar se basa en pautas de comportamiento democrático y valores de participación, diálogo y consenso,  promueve espacios de auto-regulación y de soluciones normativas consensuadas y prioriza enfoques y tratamientos preventivos antes que punitivos.
c) Armonía Social, en virtud de la cual la sociedad y el Estado promueven la paz y la cohesión social, mediante la transformación de las distintas formas de violencia y el establecimiento de relaciones equilibradas entre los miembros de la comunidad educativa.
d) Enfoque global, en virtud del cual el la prevención y el tratamiento  de la violenc.ia y conflictos en el ámbito escolar se da en diferentes áreas de intervención, complementarias entre sí y relacionadas con el sistema disciplinario, la curricula, la pedagogía y la cultura escolar.
e) Cultura de Paz, en virtud del cual se incentiva y promueve la participación democrática y responsable de los miembros de la comunidad educativa, en la creación y mantenimiento de un sistema educativo que trata los desacuerdos y conflictos sin el recurso de la violencia.
f) Holístico o multidisciplinario

Art.3.- (Objetivos específicos). 

Los objetivos específicos de esta ley son, enunciativa y no limitativamente, los siguientes:

a) Establecer pautas de convivencia que favorezcan el establecimiento y mantenimiento de una cultura escolar de paz, basada en el comportamiento democrático y el respeto de los Derechos Humanos.

b) Sentar las bases de una disciplina escolar positiva fundada en valores de participación, diálogo, consenso y responsabilidad social y ciudadana y orientada a la generación de condiciones positivas de aprendizaje y enseñanza.

c) Lograr el tratamiento y transformación de las distintas formas de violencia y de los conflictos suscitados en el ámbito escolar, en beneficio de la paz y la cohesión social de la comunidad educativa.

d) Establecer un sistema especializado de resolución de conflictos, administrado por la comunidad educativa y destinado a resolver los conflictos y desacuerdos, en base al diálogo, la colaboración y la responsabilidad compartida.

e) Definir y ratificar ámbitos de competencia diferenciados para el tratamiento y, en su caso, sanción de comportamientos violentos y/o delictivos que se produzcan en la convivencia escolar.
Art.4.- (Campo de aplicación).  

El campo de aplicación de esta ley está constituido, desde el punto de vista material, por toda forma de comportamiento violento y/o conflicto, tipificado expresamente o considerado como factor de perturbación de la convivencia pacífica dentro de la educación primaria y secundaria y, desde el punto de vista personal, por todos los miembros de la comunidad educativa, en sus interrelaciones recíprocas. En consecuencia, esta ley no alcanza el comportamiento violento y los conflictos que puedan tener esas personas, en forma aislada y fuera del ámbito de relacionamiento e interacción inherente a la comunidad educativa.
Art.5.- (Marco jurídico institucional).

En orden a su contenido y alcance, esta ley constituye una norma derivada de la Constitución Política del Estado y complementaria de las disposiciones legales generales y especiales, vigentes en materia de educación. Conforme a lo anterior, esta ley se encuentra sujeta a las previsiones normativas establecidas en esos instrumentos y cuenta, para su cumplimiento y aplicación, con el sistema institucional establecido en ese marco legal de referencia.  

CAPITULO II (REGIMEN JURIDICO DE LA COMUNIDAD ESCOLAR).
Sección Primera: Derechos en la comunidad escolar.

Art.6.- (Derechos de los estudiantes). 

En virtud de esta ley, se reconoce a los estudiantes de los ciclos primario y secundario los siguientes derechos especiales:

a) Participar de los programas de enseñanza y formación establecidos por esta ley, en materia Derechos Humanos, Valores y Resolución de Conflictos.
b) Utilizar los medios y procedimientos de solución alternativa de controversias que forman el Sistema Escolar de Resolución de Conflictos previsto por esta ley.

c) Acceder a los servicios sociales previstos por esta ley, en materia de asesoramiento legal, apoyo psicológico, información, etc.

d) Contar a su sólo criterio con el beneficio de reserva y confidencialidad sobre los casos de violencia y conflictos de que fueran víctimas, excepto en caso de delitos. 

e) Solicitar y tener en su caso la protección de las autoridades educativas del respectivo establecimiento escolar, para evitar hechos de violencia recurrentes.

Art.7.- (Derechos de los docentes). 

En virtud de esta ley, se reconoce a los docentes de los ciclos primario y secundario los siguientes derechos especiales:

a) Solicitar a las autoridades respectivas la dotación de medios y recursos para la ejecución de los programas de enseñanza y formación establecidos por esta ley.

b) Utilizar los medios y procedimientos de solución alternativa de controversias que forman el Sistema Escolar de Resolución de Conflictos previsto por esta ley.

c) Acceder a los servicios sociales previstos por esta ley, en materia de asesoramiento legal, apoyo psicológico, información, etc.

d) Contar con las garantías y el respaldo necesarios, por parte de la autoridad superior,  para el desempeño seguro y eficaz de sus actividades educativas.

e) Solicitar la actuación de los servicios de asesoramiento y apoyo psicológico, en casos de violencia y conflictos que no pudieran resolver en primera instancia.
Art.8.- (Derechos de los administrativos). 

En virtud de esta ley, se reconoce a los funcionarios administrativos superiores de los ciclos primario y secundario los siguientes derechos especiales:

a) Solicitar a las autoridades ministeriales respectivas la asignación presupuestaria de recursos para los programas de enseñanza y formación, el sistema de resolución de conflictos y los servicios sociales ya referidos.

b) Disponer la aplicación de los medios y procedimientos de solución alternativa de controversias previstos por esta ley, en los casos que sean de su conocimiento.

c) Autorizar la remisión de casos de violencia escolar a los servicios sociales previstos, en materia de asesoramiento legal, apoyo psicológico, información, etc.

d) Adoptar medidas de disciplina positiva o punitiva, en resguardo de la convivencia escolar, con sujeción a la reglamentación establecida al efecto y disposiciones legales vigentes.
e) Involucrar a todos los integrantes de la comunidad escolar en la atención, tratamiento y solución de problemas de violencia y conflictos, interpersonales o grupales, que afecten al respectivo establecimiento.

Art.9.- (Derechos de los padres de familia). 

En virtud de esta ley, se reconoce a los padres de familia o tutores de los estudiantes de los ciclos primario y secundario los siguientes derechos especiales:

a) Solicitar la aplicación de los medios y procedimientos de solución alternativa de controversias previstos por esta ley, en casos que afecten a sus hijos.

b) Pedir, en beneficio de sus hijos, el acceso a los servicios sociales previstos, en materia de asesoramiento legal, apoyo psicológico, información, etc.

c) Denunciar delitos o abusos derivados de medidas disciplinarias punitivas que afecten la integridad física, patrimonial o moral de sus hijos.

d) Requerir la actuación de toda la comunidad escolar para atender, tratar y solucionar problemas de violencia y conflictos, interpersonales o grupales.

e) Controlar los programas de enseñanza y formación, el sistema de resolución de conflictos y los servicios sociales previstos por esta ley.

Sección Segunda: Obligaciones en la comunidad escolar.

Art.10.- (Obligaciones de los estudiantes).
En virtud de esta ley, los estudiantes de los ciclos primario y secundario quedan reatados al cumplimiento de las siguientes obligaciones especiales:

a) Regir su conducta escolar y sus relaciones con los integrantes de la comunidad educativa, por los valores, principios y normas de esta ley y otras disposiciones legales vigentes en el ámbito educativo.

b) Asistir a todos los eventos de enseñanza y formación, en materia Derechos Humanos, Valores y Resolución de Conflictos,  realizados en su respectivo establecimiento.

c) Tratar sus desacuerdos y conflictos sin el recurso de la violencia, con base en el diálogo y el respeto recíproco, a través del sistema de resolución de conflictos establecido por esta ley.

d) Acatar y cumplir las disposiciones reglamentarias adoptadas en materia de régimen disciplinario, solución alternativa de controversias y servicios sociales de asesoramiento legal, apoyo psicológico e información.
e) Cumplimiento de los acuerdos establecidos y suscritos, como consecuencia de la aplicación de medios y procedimientos de resolución alternativa de conflictos, en los que sean parte.

Art.11.- (Obligaciones de los docentes). 

En virtud de esta ley, los docentes de los ciclos primario y secundario quedan reatados al cumplimiento de las siguientes obligaciones especiales:

a) Capacitarse en programas de enseñanza y formación en materia Derechos Humanos, Valores y Resolución de Conflictos y transferir el conocimiento adquirido a sus estudiantes, conforme a la currícula aprobada.
b) Brindar protección a estudiantes en situación de abuso o desventaja que se encuentren bajo su responsabilidad, para evitar hechos de violencia recurrentes y/o la escalada de conflictos personales o grupales.
c) Disponer la aplicación de medios y procedimientos de solución alternativa de controversias, en casos que no hayan podido ser resueltos pacífica y satisfactoriamente en forma directa y en primera instancia por las partes.

d) Informar a los estudiantes y padres de familia sobre el sistema de resolución alternativa de conflictos, los servicios sociales establecidos y las políticas y normas disciplinarias vigentes en su establecimiento educativo.

e) Poner en conocimiento de las autoridades educativas, policiales y judiciales, los casos graves de violencia y conflictos que importen delitos y correspondan a la jurisdicción ordinaria. 

f) Mantener la reserva y confidencialidad sobre los conflictos que sean puestos a su conocimiento por sus estudiantes y velar por la dignidad  de los estudiantes que participen de un conflicto o situación violenta.

Art.12.- (Obligaciones de los administrativos). 

En virtud de esta ley, los funcionarios administrativos superiores de los ciclos primario y secundario quedan reatados al cumplimiento de las siguientes obligaciones especiales:

a) Organizar y poner en funcionamiento los programas de enseñanza y formación, el sistema de resolución de conflictos y los servicios sociales establecidos por esta ley.

b) Capacitarse en programas de enseñanza y formación en materia Derechos Humanos, Valores y Resolución de Conflictos, para adquirir competencias y destrezas en el manejo de conflictos y casos de violencia escolar.

c) Brindar protección a estudiantes y docentes de su establecimiento, para evitar hechos de violencia recurrentes y/o la escalada de conflictos personales o grupales.

d) Disponer la aplicación de medios y procedimientos de solución alternativa de controversias, en casos que no hayan podido ser resueltos pacífica y satisfactoriamente en forma directa y en primera instancia por las partes.

e) Informar a los estudiantes y padres de familia sobre el sistema de resolución alternativa de conflictos, los servicios sociales establecidos y las políticas y normas disciplinarias vigentes en su establecimiento educativo.

f) Poner en conocimiento de las autoridades policiales y judiciales los casos graves de violencia y conflictos que importen delitos y correspondan a la jurisdicción ordinaria. 

g) Mantener la reserva y confidencialidad sobre los conflictos que sean puestos a su conocimiento por sus estudiantes y velar por la dignidad  de los estudiantes que participen de un conflicto o situación violenta.

Art.13.- (Obligaciones de los padres de familia). 

En virtud de esta ley, los padres de familia o tutores de los estudiantes de los ciclos primario y secundario quedan reatados al cumplimiento de las siguientes obligaciones especiales:

a) Apoyar la organización y funcionamiento de los programas de enseñanza y formación, el sistema de resolución de conflictos y los servicios sociales establecidos por esta ley.

b) Participar, cuando corresponda, en los procedimientos de solución alternativa de controversias, previstos por el sistema establecido al efecto, y adecuar su conducta a la correspondiente reglamentación.

c) Participar en todos los eventos de enseñanza y formación, en materia Derechos Humanos, Valores y Resolución de Conflictos,  exclusivamente programados para ellos.

d) Poner en conocimiento de las autoridades educativas superiores del establecimiento respectivo los casos de violencia y conflictos que involucren a estudiantes de la comunidad escolar y que no hayan sido reportados. 

CAPITULO III (CONFLICTOS Y VIOLENCIA ESCOLAR).
Sección Primera: Caracterización y elementos configurantes.

Art.14.- (Definición de conflicto escolar). 

A los efectos de esta ley, el conflicto escolar se define como una divergencia percibida de intereses entre dos o más miembros de la comunidad escolar o una situación que implica divergencia de intereses en relación con una misma materia y se caracteriza esencialmente por el convencimiento de que los objetivos de las partes no pueden ser obtenidos simultáneamente. El conflicto, incluya o no comportamientos violentos y vulnere o no normas legales o disciplinarias, se caracteriza por deteriorar la convivencia y el proceso enseñanza y aprendizaje.
Art.15.- (Definición de acto de violencia escolar). 

A los efectos de esta ley, el acto de violencia escolar se define como la conducta aislada o el comportamiento recurrente de un miembro de la comunidad escolar, tipificados expresamente por esta ley o  establecidos por el Régimen Disciplinario vigente en los establecimientos educativos de primaria y secundaria, como factor de perturbación de la convivencia pacífica en el ámbito escolar. Para ser considerado como tal, el acto de violencia escolar se configura a partir de cualquiera de los siguientes elementos:

a) Existencia efectiva de daño físico, moral o patrimonial en la victima.

b) Uso de la coacción física o psicológica para solucionar eventuales conflictos. 
c) Vulneración de los derechos personales o patrimoniales de la víctima.

d) Incumplimiento de normas disciplinarias y/o de las disposiciones legales vigentes en la materia.
Art.16.- (Tipología).

En relación a lo previsto en los artículos anteriores y sin perjuicio de otras tipificaciones establecidas legal o reglamentariamente, se consideran enunciativamente conflictos o actos de violencia escolar los siguientes comportamientos:

a) La indisciplina.

b) La disrupción.

c) El maltrato entre iguales.

d) La objeción escolar.
e) El ausentismo escolar.

Art.17.- (Indisciplina).

Se define la indisciplina como el comportamiento propio de los estudiantes de la educación primaria y secundaria que vulnera o infringe las normas del Régimen Disciplinario vigente en el respectivo establecimiento educativo o las contenidas en disposiciones legales vigentes en materia de educación y que genera daño físico, moral o patrimonial en la victima  y perjudica el normal y satisfactorio proceso de enseñanza y aprendizaje en la educación primaria y secundaria. El Régimen Disciplinario a establecerse en los establecimientos educativos podrá incluir en su regulación a los restantes miembros de la comunidad educativa y establecer las sanciones correspondientes.
Art.18.- (Disrupción).

Se define la disrupción como un conjunto diverso de conductas propias de los estudiantes de la educación primaria y secundaria que se producen dentro del aula y que responden al propósito de obstaculizar, impedir o distorsionar el normal desarrollo de la clase, con el resultado final de una pérdida de calidad y cantidad del proceso de enseñanza y aprendizaje. Conceptualmente, las conductas disruptivas no conllevan vulneración del Régimen Disciplinario establecido, pero puede tener consecuencias psicológicas en docentes y estudiantes, al atentar contra la convivencia armónica dentro del aula.
Art.19.- (Maltrato entre iguales).

Se define el maltrato entre iguales o acoso escolar como el comportamiento aislado o recurrente, orientado al rechazo social, la discriminación, la intimidación y/o la agresión física entre los estudiantes de la educación primaria y secundaria y que se caracteriza por la exposición de la víctima a acciones negativas y abusivas de sometimiento y control. El maltrato entre iguales puede ser de tipo físico, verbal, psicológico o social y presupone desequilibrio de poder, intencionalidad, repetición, indefensión de la víctima y personalización de la agresión.
Art.20.- (Objeción escolar).

Se define la objeción escolar como el comportamiento permanente del estudiante de la educación primaria o secundaria que, asiste a clases en contra de su voluntad, carece por diferentes causas de motivaciones y estímulos para participar del sistema educativo y se constituye en un modelo negativo para el resto de los estudiantes de su aula. La objeción escolar puede asociarse en ocasiones a otras conductas violentas o conflictivas tipificadas en esta ley y perjudicar significativamente el proceso de enseñanza y aprendizaje.
Art.21.- (Absentismo escolar).

Se define el absentismo escolar como la inasistencia a clases, injustificada, reiterada, total o parcial, por parte del estudiante de la educación primaria o secundaria, que atenta contra su normal y satisfactorio aprendizaje y aprovechamiento y que perjudica el normal desenvolvimiento del proceso educativo.
Sección Segunda: Ámbitos de intervención).

Art.22.- (Enfoque global).

Los establecimientos escolares aplicarán un enfoque global para atender, prevenir y tratar el problema de la violencia escolar, en las siguientes dimensiones:

a) Dimensión educativa, con el establecimiento y ejecución de programas curriculares y pedagógicos, en materia Derechos Humanos, Valores y transformación de conflictos.

b) Dimensión cultural, con la capacitación de los integrantes de la comunidad escolar, para promover la resolución pacífica de conflictos y la convivencia armónica, en el aula y el ámbito escolar.

c) Dimensión de resolución de conflictos, con la organización y operación de sistemas de resolución de conflictos y la aplicación de medios alternativos, en los casos que no correspondan privativamente a la justicia ordinaria.
d) Dimensión de servicio social, con la organización y operación de servicios sociales de asesoramiento e información y apoyo psicológico para las víctimas de la violencia escolar.
e) Dimensión disciplinaria, con el establecimiento de un Régimen Disciplinario de fundamento educativo e inspirado en valores de participación democrática, dialogo y responsabilidad.
Art.23.- (Evaluación permanente).

El Ministerio de Educación y Culturas diseñara y aplicará un sistema de evaluación permanente sobre el desempeño de las dimensiones referidas precedentemente y de los resultados obtenidos en el tratamiento y reducción de la conflictividad y violencia escolar. La información estadística obtenida será difundida en el sistema educativo, para fines de retroalimentación de políticas institucionales y prácticas desarrolladas.

Art.24.- (Exclusión)
Los casos de conflictos o violencia escolar que constituyan delitos tipificados por el Código Penal y/o que den lugar a responsabilidad civil quedan excluidos del ámbito de intervención institucional establecido en esta ley y deben ser remitidos a conocimiento de las autoridades policiales o judiciales competentes. Los miembros de la comunidad educativa tienen la obligación especial de informar y denunciar sobre la comisión de actos delictivos, en el ámbito escolar respectivo, conforme a disposiciones legales vigentes.
CAPITULO IV (DIMENSION EDUCATIVA Y CULTURAL).

Art.25.- (Principio general).

En la perspectiva de la prevención de la violencia escolar y de la construcción de una Cultura de Paz, las autoridades educativas y los miembros de la comunidad educativa privilegiaran la atención de la ya referida dimensión educativa y cultural, en concordancia con lo establecido por el art. 77 de la Constitución Política del Estado que define a la educación como función suprema y primera responsabilidad financiera del Estado. Con base en este fundamento, los programas, materias, actividades y eventos referidos por esta ley tendrán carácter general y obligatorio para la educación primaria y secundaria y serán cumplidos con sujeción a las disposiciones legales vigentes en materia de educación.
Art.26.- (Programas curriculares en Derechos Humanos).

El Ministerio de Educación y Culturas establecerá programas curriculares en materia de Derechos Humanos, con la finalidad de dotar de competencias específicas a los miembros de la comunidad escolar y, de esa manera, favorecer su participación democrática, aumentar su acceso al ejercicio de derechos y responsabilidades y reducir sus niveles de violencia y conflictividad. El contenido de esos programas y materias será definido en coordinación con el Ministerio de Justicia y Derechos Humanos, el Defensor del Pueblo y organismos internacionales especializados.

Art.27.- (Programas curriculares en Resolución de Conflictos).

Con similar propósito, el Ministerio de Educación y Culturas establecerá programas curriculares en materia de Derechos Humanos, con la finalidad de transferir, a los miembros de la comunidad escolar, conocimientos, habilidades y estrategias de resolución pacífica de conflictos. El contenido de esos programas y materias será definido en coordinación con organismos nacionales e internacionales especializados en la materia y será diferenciado para cada uno de los destinatarios.

CAPITULO V (DIMENSION DE SOLUCION DE CONFLICTOS).

Art.28.- (Sistema escolar de resolución de conflictos).

Con la finalidad de reducir la incidencia de la violencia escolar y de gestionar, transformar y resolver conflictos escolares, los establecimientos educativos primarios y secundarios organizarán y pondrán en funcionamiento sistemas escolares de resolución de conflictos, destinados a ofrecer a la comunidad escolar espacios, servicios y procedimientos de resolución alternativa y pacífica de conflictos. El eje central de estos sistemas estará constituido por los métodos de mediación por adultos o entre iguales, sin perjuicio de otras técnicas, procedimientos y métodos de negociación y solución de conflictos reconocidos en la práctica internacional educativa. La organización y funcionamiento de estos sistemas será regulada por el Ministerios de Educación y Culturas, a través de la aprobación de un reglamento específico.
Art.29.- (Principios operativos).

Los referidos sistemas de resolución alternativa de conflictos desarrollarán sus actividades, con sujeción a los siguientes principios básicos:

a) Voluntariedad, en virtud del cual las partes eligen libremente si hacen o no uso de los medios de resolución de conflictos puestos a su disposición por el sistema escolar respectivo.
b) Imparcialidad, en virtud del cual los mediadores, facilitadotes o asesores seleccionados se abstienen de tomar parte o involucrarse personalmente en los casos puestos en su conocimiento.
c) Confidencialidad, en virtud del cual la información obtenida en los procedimientos realizados se mantiene bajo reserva y confidencia y no puede ser divulgada o revelada, salvo el caso de comisión de faltas disciplinarias y delitos.

d) Transformación interpersonal, en virtud del cual se aspira a crear un espacio de encuentro entre las personas en conflicto o afectadas por hechos de violencia que permita el conocimiento de emociones, necesidades e intereses recíprocos.

e) Autodeterminación, en virtud del cual las partes asumen la responsabilidad por sus actos pasado y por sus decisiones y comportamiento futuro, libres de coacción moral o amenazas disciplinarias.

f) Seguridad, en virtud del cual las partes en conflicto o afectadas por violencia escolar acceden a un entorno de seguridad física y emocional que les permite expresar libremente sus pensamientos y emociones y buscar soluciones positivas.
Art.30.- (Mediación escolar).

A los efectos de esta ley, la mediación escolar será entendida y aplicada como un procedimiento voluntario y autocompositivo, por el cual dos o más estudiantes, con el apoyo de un tercero neutral e imparcial y con base en un modelo de actuación y unas técnicas preestablecidas, buscan llegar a un acuerdo mutuamente satisfactorio con relación a un conflicto y mantener al mismo tiempo la buena relación entre ellas. Este procedimiento podrá  ser vertical, cuando el tercero neutral sea un profesor o profesional especializado u horizontal, cuando sea un estudiante capacitado al efecto.
Art.31.- (Espacios y eventos de negociación).

A los efectos de esta ley y con la finalidad de construir cultura de diálogo y solución pacífica de controversias, los referidos sistemas de resolución alternativa de conflictos incluirán espacios y eventos especiales de negociación para uso y realización de sus estudiantes, conforme a técnicas especiales previamente transferidas a estos y con sujeción a la reglamentación interna aprobada al efecto. La habilitación de estos espacios será precedida en la necesaria capacitación en técnicas de negociación y conocimientos y habilidades de control de emociones, escucha activa, procesos de colaboración, valores y otros necesarios.
Art.32.- (Acuerdos).

Cuando corresponda, las partes involucradas en un conflicto o caso de violencia escolar podrán suscribir un acuerdo de conducta o de contingencia, consistente en un contrato escrito, en el que las partes, según sea el caso, adquieren derechos y asumen obligaciones  y precisan las consecuencias del incumplimiento de los compromisos asumidos. Estos documentos deben ser negociados, elaborados y suscritos por las propias partes, sin concurso de abogados u  profesionales ajenos al establecimiento escolar. Estos documentos serán parte de los registros documentales de los estudiantes en cuestión, para fines displinarios y de control interno.
Art.33.- (Manuales de Operación).

En el plazo establecido en el art. 24 de esta ley, el Ministerio de Educación y Culturas elaborará y pondrá en vigencia un Reglamento Especial, una Manual de Operación de los ya referidos sistemas de resolución alternativa de conflictos y un programa de capacitación en la materia, a ser impartido con carácter obligatorio en el conjunto de la educación primaria y secundaria. Dicho manual establecerá las características, modalidades, técnicas, plazos y procedimientos respectivos.

CAPITULO VI (DIMENSION DISCIPLINARIA).

Art.34.- (Principio general).

En la perspectiva de la construcción de una convivencia escolar pacífica y con base en los criterios y fundamentos establecidos por el Ministerio de Educación y Culturas, los establecimientos escolares deberán  aprobar y poner en vigencia un Régimen Disciplinario de fundamento educativo e inspirado en valores de participación democrática, dialogo y responsabilidad. Las sanciones que establezcan tales reglamentos deberán responder a un propósito correctivo y recuperador, antes que a una finalidad estrictamente punitiva y responderán necesariamente al enfoque global adoptado con referencia a la conflictividad y violencia escolar.
Art.35.- (Características).

En concordancia con los valores y propósitos de la Constitución Política vigente, el Régimen Disciplinario referido deberá caracterizarse por:

a) Responder a un modelo de disciplina positiva que antepone el interés educativo de los destinatarios de la norma disciplinaria al propósito unitivo de la autoridad.

b) Inspirarse en valores que permitan lograr condiciones óptimas de enseñanza y aprendizaje y la construcción de una convivencia escolar pacífica y armónica.

c) Basarse en normas consensuadas, aceptadas y apropiadas por sus destinatarios, para asegurar su cumplimiento y efectividad.

d) Contener normas explícitas, términos unívocos y formulaciones precisas y simples, para garantizar su comprensión y cumplimiento.

e) Ser parte de la autoregulación de la comunidad educativa, para elaborar normas disciplinarias específicas, en el marco establecido por la autoridad educativa.

Art.36.- (Modelo de Reglamento Disciplinario).

En el plazo establecido en el art. 24 de esta ley, el Ministerio de Educación y Culturas elaborará y pondrá a disposición de los establecimientos educativos un Modelo de Reglamento Disciplinario, en base al cual estos elaboraran sus reglamentos específicos, con participación de todos los miembros de la comunidad escolar respectiva y conforme a la metodología establecida al efecto. Tanto el modelo como los instrumentos específicos ya referidos quedarán sujetos a las disposiciones legales vigentes en materia de ecuación.

CAPITULO VII (DIMENSION DE SERVICIO SOCIAL).

Art.37.- (Asesoramiento e información).

Conforme a lo previsto por esta ley, los establecimientos de educación primaria y secundaria organizarán y prestarán, en forma gratuita, servicios de asesoramiento, a favor de los integrantes de su comunidad educativa, en aspectos relacionados con la conflictividad y violencia escolar. La prestación de este servicio será vinculada a campañas de información pública y capacitación, en las materias incluidas en la dimensión educativa ya referida en los arts. 26 y siguientes de esta ley.

Art.38.- (Apoyo psicológico).

Asimismo, los establecimientos de educación primaria y secundaria organizarán y prestarán, en forma gratuita, servicios de apoyo psicológico, a favor de las víctimas de la violencia escolar. Estos servicios podrán ser prestados directamente por los establecimientos educativos o a través de centros especializados del sistema educativo. 

CAPITULO VIII (DISPOSICIONES FINALES).

Art.39.- (Recursos financieros).

En cumplimiento de preceptos constitucionales vigentes, el Estado proveerá anualmente los recursos financieros necesarios y suficientes para la instalación y funcionamiento de sistemas de resolución de conflictos y servicios sociales de asesoramiento, apoyo psicológico e información, previstos por esta ley, y la  ejecución de programas curriculares y pedagógicos de transformación de conflictos y tratamiento de la violencia escolar y de actividades de capacitación y formación de todos los integrantes de la comunidad educativa.

Art.40.- (Reglamentación).

En el plazo improrrogable de ciento ochenta (180) días de promulgada esta ley, las autoridades educativas competentes elaborarán y pondrán en vigencia los  reglamentos, manuales y modelos establecidos por esta ley.
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